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El Gobierno progresista de Pedro Sánchez es el
Gobierno de los acuerdos, y el pacto alcanzado con 
el PP para renovar el órgano de gobierno del Poder 
Judicial así lo confirma.

Se trata del Gobierno de los acuerdos tanto por 
necesidad como por vocación, ciertamente. Los par-
tidos que conforman el ejecutivo no suman mayoría 
en el Parlamento, por lo que están obligados a bus-
car apoyos cada día entre las fuerzas políticas con las 
que comparten valores y objetivos. Pero la voluntad 
de avanzar de la mano de otras fuerzas políticas y 
otros actores sociales forma parte original e indeleble 
de este Gobierno, desde su nacimiento mismo. Por-
que en su conjunto y cada uno de sus miembros son 
conscientes de que las reformas que funcionan y per-
duran son aquellas que nacen de los consensos más 
amplios. El acuerdo alcanzado entre el Gobierno y el 
PP para la renovación del Consejo General del Poder 
Judicial es una buena noticia para nuestro país.

Ante algunas de las críticas que se han lanzado 
en estos días, cabe recordar desde el Gobierno que 
el pacto se ha firmado con quien se debía firmar, 
con el principal partido de la oposición. La Cons-
titución establece una mayoría cualificada de 3/5 
en el Congreso y en el Senado para elegir a los vo-
cales del CGPJ, y la aritmética parlamentaria hace 
imprescindible el concurso del PP. El acuerdo se 
consultó entre los socios de Gobierno y se suscri-
bió con el PP, para sumar los apoyos necesarios, y 
con posterioridad se abrió a la consideración de los 
demás. Ese era el único camino y fue el camino que 
se recorrió, en aras del interés general.

Un buen acuerdo
Es un buen acuerdo para los firmantes y para el 

conjunto de la sociedad española. En primer lugar, 
porque acaba con el bloqueo en el funcionamiento 
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de la Justicia, que estaba generando graves proble-
mas de ineficiencia y deslegitimación en uno de 
los poderes claves del sistema democrático. En se-
gundo lugar, porque el contenido de las reformas 
comprometidas y ya en tramitación parlamentaria 
contribuirán a aportar objetividad y mayor respeto 
a los principios de mérito y capacidad en los nom-
bramientos del CGPJ. Y, sobre todo, porque el fin 
del bloqueo en el Poder Judicial restituye la norma-
lidad en nuestro entramado constitucional, apor-
tando la seguridad y la confianza imprescindibles 
para afrontar con garantías los retos de presente y 
de futuro en este tiempo de cambios acelerados.

La reforma legal que acompaña al acuerdo de 
renovación del CGPJ, la Proposición de Ley de re-
forma de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el 
Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, junto a las 
otras dos leyes de Justicia en tramitación parlamen-
taria, la Ley Orgánica del Derecho de Defensa y la 
Ley Orgánica de eficiencia en el Servicio Público 
de Justicia, convertirán esta Legislatura XV en el 
mandato de la modernización definitiva y el impul-
so a la eficacia en un servicio esencial para el ejerci-
cio de los derechos constitucionales y la calidad de 
nuestra democracia.

La reacción de los extremos
No sorprende la reacción de los extremos. La ul-

traderecha busca reventar el sistema constitucional, 
en coherencia con su nostalgia franquista. Parte de 
la izquierda se muestra conceptualmente (o estraté-
gicamente) incapaz de llegar a los acuerdos mínimos 
imprescindibles, aquellos que afectan a las reglas del 
juego democrático, con quienes es obligado compar-
tir el espacio público y piensan diferente. Hay quie-
nes han hablado de “gran coalición”, equivocando o 
tergiversando el verdadero alcance del acuerdo, que 
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se circunscribe a la renovación del CGPJ y la reforma 
legal limitada que todos conocen.

Sorprenden más algunas de las declaraciones 
efectuadas por la dirección del PP tras suscribir el 
acuerdo en Bruselas y registrar en el Congreso la 
Proposición de Ley pactada. Comparar nuestro Es-
tado Social y Democrático de Derecho con Cuba, 
especialmente tras acordar una reforma encamina-
da a su cualificación, resulta chocante, además de 
incierto. Insistir en los medios de comunicación 
en que el acuerdo incluye “la elección de los jueces 
por los jueces” induce también a la confusión. Ni 
la literalidad del acuerdo firmado en Bruselas, ni el 
contenido de la Proposición de Ley registrada en 
el Congreso afirman tal cosa. La Disposición Adi-
cional de la PL dice literalmente que el CGPJ, por 
mayoría de 3/5, elaborará una propuesta de reforma 
del sistema de elección del consejo “con la partici-
pación directa de jueces y magistrados que se deter-
mine”, y que después se someterá a la consideración 
de Gobierno y Parlamento, “para su debate, y en 
su caso, tramitación y aprobación”. Nada más. Y es 
preciso recordar que el sistema vigente de elección 
ya propicia la participación directa de jueces y ma-
gistrados. De hecho, la renovación pactada no dará 
comienzo hasta que el Congreso y el Senado reci-
ban certificación del Presidente del CGPJ con los 
candidatos elegibles.

No fue, ni es, ni será aceptable para el PSOE una 
elección corporativa en el gobierno de un poder del 
Estado. En democracia, todos los poderes del Es-
tado proceden del pueblo, que ejerce la soberanía 
nacional en virtud del primer artículo de nuestra 
Constitución. Y el pueblo está representado por vo-
tación en las Cortes Generales.   

Acuerdos para avanzar
Pero lo relevante de este momento político es 

la consecución de un acuerdo largamente esperado 
y muy positivo para el país. También es relevante 
constatar que el Gobierno de España es un Gobier-
no con vocación clara y capacidad demostrada para 
los grandes acuerdos de interés general.

Los acuerdos con los interlocutores sociales die-
ron paso a la reforma laboral que consolida los 
contratos de trabajo para millones de españoles. 
Los acuerdos con feministas, con ecologistas, con 
activistas LGTBI+Q y defensores de los derechos 

humanos, con la comunidad educativa, han dado 
lugar a las grandes leyes de igualdad, de lucha con-
tra el cambio climático, contra la discriminación, 
para instaurar la eutanasia, para la igualdad de opor-
tunidades en la enseñanza…El PSOE y el Presiden-
te español de Gobierno son también los grandes 
hacedores de consensos en Europa, para avanzar 
en derechos y en bienestar, y para frenar a la in-
ternacional ultra. Frente a esta vocación exitosa de 
acuerdos políticos para avanzar por parte del Go-
bierno progresista, la derecha aún deambula entre 
los acuerdos con los ultras para retroceder, con idas 
y venidas, con zarzuelas y sainetes.

Feijóo, que llegó a la presidencia del PP con aura 
de moderado, comenzó su andadura abriendo las 
puertas de gobiernos autonómicos y municipales a 
la ultraderecha, la misma que el PP europeo, de Ale-
mania a Francia, trata de parar mediante cordones 
sanitarios con el resto de las fuerzas democráticas.  
Los gobiernos de PP-Vox han sido y están siendo, 
allí donde subsisten, gobiernos para el retroceso en 
las políticas para la igualdad entre mujeres y hom-
bres, en la concertación social con empresarios y 
trabajadores, en la memoria democrática, en la pro-
moción de la diversidad cultural, en el respeto a los 
derechos de las personas LGTBI+Q…

Resulta significativo que el motivo de la ruptura de 
varios acuerdos de gobierno autonómico entre dere-
cha y ultraderecha tenga que ver con el distinto grado 
de negativa a prestar atención humanitaria a niños y 
niñas inmigrantes. El PP se resiste a cumplir su deber. 
Vox se niega en redondo. Derecha y ultraderecha 
solo pactan entre sí para retroceder, y sus desacuerdos 
tienen la misma naturaleza y motivación. 

Feijóo tiene ante sí ahora la oportunidad de 
dejar atrás esos acuerdos reaccionarios y conver-
ger con las estrategias de aislamiento a los ultras 
que practican sus correligionarios en los países más 
avanzados de Europa. Para ello debiera romper los 
acuerdos que aún mantiene vigente con la ultrade-
recha en más de un centenar de Ayuntamientos, y 
revertir las reformas retrógradas que aprobó en va-
rios parlamentos autonómicos de la mano de Abas-
cal y los suyos.

Mientras tanto, el Gobierno progresista de Es-
paña seguirá siendo el Gobierno de los acuerdos 
para avanzar, porque con acuerdos, desde los acuer-
dos, se avanza más y mejor. TEMAS




